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“Se declaró la nulidad del artículo 2.1 del artículo II del Título Preliminar del Decreto Supremo N° 012-

2008-MEM1 - Reglamento de Participación Ciudadana para la Realización de Actividades de 

Hidrocarburos; artículo 4° del Decreto Supremo N° 028-2008-MEM2 - Reglamento de Participación 

Ciudadana en el Subsector Minero, por contravenir el artículo 6° del Convenio 169 de la OIT.” 

                                                           
1 2.1 La consulta es una forma de Participación Ciudadana que tiene por objeto determinar si los intereses de 
las poblaciones que habitan en el área de influencia directa de un proyecto de Hidrocarburos podrían verse 
afectados, a efectos de que antes de emprender o autorizar cualquier programa de actividades, se conozca y 
analice las principales preocupaciones manifestadas respecto a los posibles impactos sociales, económicos, 
ambientales y culturales que podrían generarse a partir de su elaboración y/o ejecución. (*) 
2 El derecho a la consulta al que se hace referencia en el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, se ejerce y se implementa en el sub 
sector minero, a través del proceso de participación ciudadana que regula el presente Reglamento. En tal 
sentido, los mecanismos de participación ciudadana a implementar deberán efectuarse de buena fe y de una 
manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de conocer, con anterioridad al inicio y realización de la 
actividad minera, si los intereses de los pueblos indígenas o comunidades campesinas que habitan en el área 
de influencia de las actividades mineras proyectadas son resguardados y en qué medida.  
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 72 numeral 72.2 de la Ley General del Ambiente Nº 28611, en caso 
de proyectos o actividades a ser desarrollados dentro de las tierras de poblaciones indígenas, comunidades 
campesinas y nativas, el procedimiento de participación ciudadana se orienta preferentemente a establecer 
acuerdos con los representantes de éstas, a fin de resguardar sus derechos y costumbres tradicionales, así 
como para establecer los beneficios y medidas compensatorias que les corresponda según la legislación de la 
materia.  
La consulta no otorga a las poblaciones involucradas un derecho de veto a las actividades mineras o a las 
decisiones de la autoridad. 


